
DICTAMEN No. 224 
 
DOCTOR ERNESTO MARCOS EDELMANN, SECRETARIO DEL TRIBUNAL 
SUPREMO POPULAR.  
  
CERTIFICO: que el Consejo de Gobierno de este Tribunal en sesión celebrada 
el día dieciséis de abril de mil novecientos ochenta y cinco, adoptó el acuerdo 
que copiado literalmente dice así:  
Número 66: Se da cuenta con consulta elevada, por el conducto reglamentario, 
formulada por el Presidente del Tribunal Municipal Popular de Corralillo, que es 
del siguiente tenor:  
"El artículo 3511 del Código Penal, sanciona al Director o Administrador de 
empresas, establecimientos o unidad presupuestada, o quien tenga en ellos la 
responsabilidad del personal, que imponga a los trabajadores ilegalmente 
medidas disciplinarias. como se aprecia el precepto no entra a distinguir si se 
refiere a dirigentes o a trabajadores con otras categorías ocupacionales, pero la 
legislación en materia disciplinaria laboral, es decir los Decretos Leyes 
números 32 y 36 de 1980, establecen procedimientos distintos; si el dirigente 
inconforme con la aplicación de la corrección, debe seguir un curso 
administrativo, el trabajador de las restantes categorías ocupacionales, en su 
inconformidad debe seguir un curso judicial; por su parte el Decreto ley número 
49 de 25 de diciembre de 1981, "Sobre la Disciplina Ferroviaria" prevé ante la 
inconformidad un curso inicial administrativo y posteriormente judicial, y aúna a 
todos los trabajadores ferroviarios independientemente de que sean dirigentes 
o no, según su artículo tercero, pero en el onceno específica a ese efecto 
trabajadores, dirigentes y funcionarios" haciendo distinción entonces. 
La cuestión medular de la consulta es la siguiente: 
El término trabajadores que se emplea en el artículo 3511 del Código Penal 
¿es válido para el personal dirigente?, ¿la aplicación ilegal de medidas 
disciplinarias al amparo de los Decretos Leyes 36 y 49, pueden integrar el 
delito de "Imposición Indebida de Medidas Disciplinarias" cuando se refieran a 
personal dirigente en el caso de la segunda norma, pues es obvio en la 
primera?". 
El Consejo, oído el criterio del Presidente de la Sala de lo Laboral al respecto, 
acuerda, a propuesta de la Sala de lo Penal, evacuar la consulta en los 
términos del siguiente: 
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Si bien las disposiciones disciplinarias invocadas no se encontraban vigentes al 
comenzar a regir el nuevo Código Penal, debemos interpretar que la protección 
penal ante la imposición o aplicación legal de medidas disciplinarias debe 
comprender tanto a los trabajadores como a los dirigentes, por cuanto ambos 
se encuentran sometidos a regímenes disciplinarios que convergen en un 
mismo fin, cual es el de garantizar la corrección indispensable cuando la 
conducta asumida resulte atentatoria a la disciplina laboral en su concepto más 
amplio. 
Si esto es así, los sujetos de estas correcciones disciplinarias, es decir, 
trabajadores o dirigentes, en su caso, deben poseer por igual la tutela penal 
ante medidas ilegales que arbitrariamente puedan aplicarse en cada 
procedimiento disciplinario vigente por parte de los niveles y funcionarios 
facultados legalmente. 



Atendiendo a lo anterior debemos concluir que se integrará el delito, cuando 
realmente se demuestre que se ha estado en presencia de la aplicación de una 
medida ilegal. 
Por el contrario, tal criterio no resulta alegable cuando estamos en presencia de 
demociones o sustituciones del personal dirigente, toda vez que el criterio 
administrativo en cuanto a la adopción de esta medida, se enmarca en las 
facultades inherentes de la administración para producir; cuando lo estime 
procedente, los movimientos laborales que estime con respecto a los cuadros 
de dirección, con vista a su reubicación en la propia categoría ocupacional o en 
otra, cuando así resultare necesario. 
Teniendo en cuenta lo anteriormente expuesto, concluimos que el personal 
dirigente no está excluido de la protección penal recogida en el artículo 351, 
inciso 1, del Código Penal.  


